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El asesinato del joven secuestrado, Fernando Martí, ha abierto legítimos malhumores en la sociedad mexicana  en particular  y ha es-timulado que se repitan supuestas solucio-nes al crimen profesional, sintetizados en 
mano dura en el plano físico y legal  que  Felipe Cal-
derón aprovechó y sintetizó en su propuesta de prisión 
vitalicia, a pesar de que el Código Penal Federal  ya  la 
considera  para este delito con penas que van de los 40 
a los 70  años.  
Una primera visión y solución simplificadora es la 
de carácter juridicista. Se parte de la necesidad de tipi-
ficar nuevos delitos (por ejemplo, rebajar la edad penal 
dado el uso de menores de edad en la distribución de 
narcóticos, armas, o bien aplicar la pena máxima, la 
pena de muerte, etc.), y aumentar las penas pecuniarias 
y de encarcelamiento como factor disuasivo. Además, 
se debe ofrecer capacitación legal a policías y empleados 
judiciales, elaborar nuevos reglamentos de responsabi-
lidad de servidores públicos y promulgar leyes anticri-
men. En fin, actualizar el entramado legal y capacitar a 
quienes van a aplicarlo.
Otra versión sostiene que la deficiencia bási-
ca para abatir el narcotráfico y en general el crimen 
profesional es de tipo técnico-burocrático, o sea, or-
ganizativo y logístico. Esto es, que se requiere mayor 
coordinación y cooperación interinstitucional de los 
organismos civiles y militares del Estado, así como con 
sus contrapartes norteamericanas vía  intercambio de 
información confidencial y estadística, planeación de 
acciones conjuntas, por un lado, y por otro, se argu-
menta que se requiere de dotación de entrenamiento 
especializado, de diversos equipos de comunicación 
y armamento modernos y  de medios de transporte 
aéreo, terrestre y marítimo. Todo encaminado a for-
talecer la profesionalización policiaca, acompañada de 
altos salarios como atractivo de reclutamiento y disua-
sivo de corrupción. Cooperación, coordinación y pro-
fesionalismo con y entre funcionarios de carrera, son, 
según esta perspectiva, la clave principal.
Obvio resulta que para todo el proceso descrito 
se requiere de un enorme presupuesto público anual. 
Igualmente, es importante destacar que el conjunto de 
elementos mencionados constituye subsimplificacio-
nes o visiones mecanicistas: no se avanza en la seguri-
dad pública y en el combate contra el narcotráfico y el 
crimen profesional porque falta mayor coordinación, 
mejor planeación estratégica, más policías y jueces 





No se avanza en la seguridad pública y en el combate contra 
el narcotráfico y el crimen profesional porque falta mayor 
coordinación, mejor planeación estratégica, más policías y jueces 
profesionales. O bien, se arguye,  falta presupuesto adecuado.
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Una tercera variante mecanicista para explicar las 
derrotas frente a los narcotraficantes que contribuyen 
a incrementar la inseguridad pública, es de corte vo-
luntarista. No existe, se afirma, voluntad clara del Pre-
sidente y de los altos funcionarios civiles y militares 
para impulsar y ampliar la campaña contra la amenaza 
del narcotráfico nacional y el crimen transnacional. Si 
bien es indudable que se requiere voluntad personal 
o colectiva para realizar cualquier acción, se subesti-
man los límites que imponen distintas barreras estruc-
turales de carácter cultural y económico social como 
son lo que se conoce como la extendida narcocultura 
entre los jóvenes, quienes forman parte del ejército de 
desempleados, además de los 55 millones de pobres y 
pobres extremos de donde el crimen organizado se re-
troalimenta con un porcentaje mínimo de los mismos, 
por ejemplo, con 0.5% de esa cantidad total estaríamos 
hablando de 275 mil personas, sólo los narcos cuentan 
con un estimado de colaboradores de distinta índole 
de 500 mil personas, según recién reportó el alto man-
do militar.1 
Una cuarta perspectiva explicativa es la cultura-
lista y está referida a la población y en especial a los jó-
venes. Voceros gubernamentales y religiosos dicen que 
éstos carecen de valores y actitudes cívicos (patriotis-
mo, solidaridad, honestidad), religiosos (amor al pró-
jimo, humildad, fe, servicio a la comunidad) y fami-
liares (obediencia a los padres y sus normas) y legales: 
respeto al Estado de Derecho y a las instituciones. No 
1 El secretario de Defensa Nacional reveló a diputados que 500 mil personas apoyan 
al narco (sembradores: 300 mil, comerciantes, vigilantes, transportistas, distribuido-
res y narcomenudistas: 160 mil y capos de diverso rango: 40 mil), a esta especie de 
narco ejército habría que agregar otras bases de apoyo social de distintas activida-
des criminales: tráfico de autos, armas, migrantes, mujeres, niños, órganos humanos, 
mercancías. Hay que sumar que en 2007 se cometieron un millón 578 mil delitos en 
un contexto de deterioro de empleo, ingreso y seguridad laboral, más el millón 300 
mil nuevos pobres extremos que reporta el Banco Mundial por la crisis alimentaria de 
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considera esta visión por qué la juventud es incrédula 
frente a la patria, Dios o el Estado, ello responde no 
sólo a los grandes niveles de desempleo y pobreza, sino 
a que no tiene expectativas futuras de mejoramiento 
de sus condiciones de vida y a que es la generación que 
ha vivido las crisis económicas recurrentes de las últi-
mas dos décadas.
Quinto y último enfoque analítico del porqué no 
hay resultados positivos en seguridad pública es el que 
se centra en la extendida impunidad tanto institucio-
nal como social que se reproduce con base en la co-
rrupción, la ineficiencia administrativa, pero también 
obedece al peso de la herencia autoritaria de corte pa-
trimonialista, donde los bienes y servicios públicos son 
vistos por los funcionarios policiacos y los jueces como 
patrimonio personal o como una función discrecional 
en el otorgamiento de los mismos. Para erradicar la 
cultura de la impunidad en los servidores públicos se 
requiere su profesionalización, cambio de mentalidad 
por una de servicio público y reglamentos que definan 
sus acciones; en nuestro caso, que policías, ministerios 
públicos, jueces y magistrados 
se guíen por criterios jurídicos 
de imparcialidad y honestidad, y 
para el caso de los criminales, que 
éstos tengan la certeza de que van 
a ser arrestados, consignados y 
enjuiciados por sus delitos. 
En pocas palabras, que los de-
lincuentes bajo un razonamiento de 
costo/beneficio al pensar efectuar un ilícito sepan que no 
van a quedar impunes, porque se van a enfrentar con un 
sistema policial, judicial y penitenciario profesional, y que 
el afectado va a tener confianza en las autoridades para 
denunciar el ilícito. No considera esta óptica analítica y 
explicativa que hay sociedades desarrolladas donde la 
impunidad de los funcionarios y los delincuentes es muy 
reducida y el índice delincuencial es alto. En México, don-
de hay tantas necesidades sociales insatisfechas, el análisis 
del costo/beneficio sale sobrando, sobre todo para la de-
lincuencia ocasional o circunstancial, de donde por cierto 
se nutre el crimen profesional. Claro, esto último es válido 
si estamos hablando de un régimen político democrático 
y no dictatorial, donde existe el Estado de Derecho.
Sin duda, todos los enfoques analíticos reseña-
dos son importantes para intensificar la campaña pro 
seguridad pública y antinarco en México. Pero lo que 
conviene destacar es que a excepción de la visión lega-
lista, voluntarista y culturalista, todas tienen una fuer-
te tendencia economicista: sin suficiente presupuesto 
no se puede avanzar de forma sustancial o esperar re-
sultados positivos espectaculares.
Paradójicamente, el mejoramiento real y sosteni-
do de las condiciones económicas de la mayoría de la 
nación mexicana, no es considerado como elemento 
clave  para la lucha pro seguridad pública y anticri-
minal.2 El Estado y la nación aparecen disociados por 
medio de un presupuesto público que proporcional-
mente gasta más en satisfacer las necesidades del fun-
cionamiento estatal, que en las necesidades de repro-
ducción física y moral de la nación. De igual manera, 
la vertiente o enfoque voluntarista no incluye a los sec-
tores populares, sólo cuenta el liderazgo presidencial o 
gubernamental, o sea, la voluntad colectiva entendida 
como participación ciudadana amplia y permanen-
te no es requerida de forma sistemática, y cuando se 
requiere, los gobernantes piden que sea sin ninguna 
compensación o alternativa económica a cambio, sólo 
por “amor a la patria”, por los valores nacionales de so-
lidaridad y responsabilidad comunitarios.
En síntesis, las condiciones objetivas (económico-
presupuestales) o subjetivas (morales-volitivas) para 
el funcionamiento del Estado mexicano frente a la in-
seguridad pública, al mismo tiempo, son las causas que 
se supone  explican por qué se avanza o no contra la 
delincuencia profesional: ausencia 
de leyes adecuadas, de armamento 
idóneo, de organización moderna, 
de voluntad política, de cultura de 
la legalidad. Condiciones objetivas 
y subjetivas y causas se alternan en 
una especie de círculo vicioso, don-
de las instancias de responsabilidad 
civil no quieren reconocer el carác-
ter histórico, estructural y coyuntural del narcotráfico en 
particular y del crimen organizado, o si lo hacen, sólo 
se refieren al pasado y pesado peso de las desastrosas 
herencias económico-culturales dejadas por 60 años de 
predomino de gobiernos nacionales del PRI, pero no 
explican el porqué de su  actual reproducción ampliada 
con las administraciones federales del PAN o estatales y 
municipales del PRD. 
Se requiere de manera urgente de políticas de Esta-
do en seguridad pública3 y en política económica de ge-
neración masiva de empleo bien remunerado y perma-
nente y social de combate estructural a la enorme po-
breza nacional. Para una empresa de esta envergadura 
se necesitan estadistas y no gobernantes sexenales. a
Profesor investigador UAM Azcapotzalco
2 Por ejemplo, con respecto a la relación del gasto en educación media y superior y el 
gasto militar, el gobierno de Calderón realiza en 2008 inversiones en equipo aéreo y 
marítimo para las fuerzas de defensa y seguridad por más de 27 mil millones de pesos, 
casi dos veces el presupuesto de la Universidad Nacional Autónoma de México, esto 
para tratar de contener una criminalidad que no ha dejado de agravarse. La Jornada, 
10 de agosto de 2008.
3 Dicha política si no incorpora: formas de participación ciudadana vía grupos de 
expertos y organismos de contraloría social; campañas permanentes de prevención 
de delitos (drogadicción, narcotráfico, contrabando, etc.); campañas masivas para es-
timular la participación social y campañas de rehabilitación de drogadictos, seguirá 
dominando la lógica represiva sobre la preventiva, la participativa y la de rehabilita-
ción en la estrategia de seguridad pública.
Para erradicar la impunidad 
en los servidores públicos se 
requiere su profesionalización 
y reglamentos que definan 
sus acciones.
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